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	Hora: 
	3:00 p.m.

	Imputado: 
	Cristian Andrés Arias Correa

	Cédula de ciudadanía No:
	1.088.260.735 de Pereira (Rda.)

	Delito:
	Terrorismo, Homicidio y Porte de Arma

	Víctima:
	Angie Tatiana Cartagena Largo y otros.

	Procedencia:
	Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.) con funciones de conocimiento.

	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensa contra el auto interlocutorio proferido el pasado 15-05-09.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar en los siguientes términos:

1.1.-  Dan cuenta los registros, que el día treinta y uno (31) de diciembre de 2008, a eso de las 23:56 horas, se reportó la detonación de un artefacto explosivo en la manzana 1 casa 23 del Nuevo Plan Intermedio, sector de Villa Santana en esta capital. Para esa fecha y hora, la familia Cartagena Largo se encontraba reunida en la sala del citado inmueble celebrando el fin de año, instante en el cual y de repente, ingresó por una ventana de esa sala que da a la calle una granada de fragmentación de uso privativo de las Fuerzas Militares, la cual estalló y causó la muerte a una menor, lesiones a varios de los miembros de ese núcleo familiar, al igual que daños considerables a la vivienda.
1.2.- Al no haber aceptado el indiciado ARIAS CORREA los cargos que por TERRORISMO, HOMICIDIO y PORTE DE ARMA DE USO PRIVATIVO DE LAS FUERZAS MILITARES, le fueron imputados ante el juez de garantías, la Fiscalía presentó formal escrito de acusación (04-02-09) por medio del cual reiteró la atribución de autoría material en iguales punibles. 
1.3.- La actuación pasó al conocimiento del Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de esta capital, autoridad ante la cual se llevó a cabo la audiencia de Formulación de Acusación (11-03-09), y posteriormente la Audiencia Preparatoria (15-05-09), en cuyo desarrollo la defensa solicitó la exclusión del acta de reconocimiento fotográfico que presentó como evidencia demostrativa la delegada Fiscal. La razón para esa petición, consistió en que al tenor del artículo 252 de la Ley 906 de 2004, era obligatoria la realización posterior de un reconocimiento en fila de persona por medio de la cual “se ratificara” el resultado del reconocimiento fotográfico. Al no cumplir la Fiscalía con esa exigencia normativa, el resultado no podía ser otro que la declaración de ilegalidad del reconocimiento en álbum fotográfico y consecuentemente su exclusión del material probatorio que sería llevado al juicio.
Por su parte, la delegada Fiscal sostiene que la diligencia de reconocimiento fotográfico se llevó a cabo con el lleno de los requisitos legales, sin vicio alguno en su configuración. Durante el juicio podrá escucharse al reconocedor y de esa forma se verificará la veracidad de ese reconocimiento. No debe olvidarse que esa identificación por medio de fotografía es simplemente un “criterio orientador” de la investigación. Finalmente, indica que para el caso concreto ese reconocimiento en fila de personas no hace falta toda vez que se tiene conocimiento que el testigo conoce bien al acusado, como quiera que eran amigos desde hace mucho tiempo atrás puesto que compartieron en muchos escenarios (incluso, afirma, el reconocedor “hace parte de la misma organización”).
1.4.- El juez de la causa sostuvo que no había lugar a la exclusión pedida, por cuanto por parte alguna se menciona que la diligencia de reconocimiento fotográfico haya presentado irregularidades sustanciales, simplemente se le quiere excluir por la no realización de un acto posterior, en nuestro caso un reconocimiento en fila de personas. Es del criterio que si bien es obligación del ente Fiscal llevar a cabo ese acto posterior, su no realización no puede significar la declaración de ilegalidad de la diligencia precedente de reconocimiento fotográfico. Tal situación, a su entender, sólo daría lugar para aminorar o menguar los efectos probatorios de lo que se quiere probar en el juicio y esto sería objeto de análisis al momento de proferir el fallo respectivo.
1.5.- La defensora no estuvo de acuerdo con esa determinación y la impugnó; motivo por el cual los registros fueron remitidos a esta superioridad para desatar la alzada.

2.- Debate

2.1.- Defensa -recurrente-

Reitera que el no cumplimiento del deber de hacer un reconocimiento en fila de personas como lo indica el inciso in fine, genera la invalidación del reconocimiento fotográfico, puesto que éste, por sí mismo, no puede generar efectos adversos a los intereses de su procurado. Se trata de una prueba ilegal y así debe declararse judicialmente. 

La Fiscal mencionó ante el juez de primera instancia que para el presente caso ese reconocimiento en fila de personas era innecesario que porque el reconocer conoce bien al reconocido. Tal situación indica que en caso de efectuarse un reconocimiento en rueda de personas “necesariamente su cliente sería identificado”, situación que la lleva a asegurar que esta evidencia debe ser inadmitida porque “causaría un grave perjuicio indebido o injustificado” para el acusado.

Por lo anterior, en consecuencia, con mayor razón se debe negar su introducción al juicio oral.
2.2.- Procuradora Judicial -no recurrente-

Solicita de entrada la confirmación de la providencia recurrida, porque el argumento de la defensa no tiene asidero jurídico.
La diligencia de reconocimiento fotográfico, como tal, no presenta ilegalidad alguna, ni tampoco es ilícita. 
Con relación al último inciso del artículo 252 de la Ley 906 de 2004, si el ente acusador considera que es necesario acudir a esa nueva diligencia así podrá hacerlo, por cuanto esa obligación es del reconocedor, no del Fiscal. El órgano de la acusación es quien corre el riesgo de no probar lo que pretende en el juicio, es decir, será su responsabilidad si esa falencia da lugar a una duda en cuanto a la identificación o individualización del autor.

2.3.- Fiscal -no recurrente-

También solicita la confirmación del auto impugnado, toda vez que la defensa se limita a decir que el reconocimiento fotográfico es ilegal, pero a renglón seguido no dice cuáles son las irregularidades sustanciales en las cuales se incurrió al momento de su realización.
No es verdad que para el caso concreto sea indispensable efectuar un reconocimiento en fila de personas, porque como bien lo señaló la H. Corte Suprema en casación del 29 de agosto de 2007, ésta segunda diligencia sólo se justifica si existen dudas en cuanto a la identificación, situación que aquí no ocurre porque el testigo que reconoce conoce bien al acusado, tanto así que fueron compañeros en la organización delictiva.

Finalmente, observa que la defensa no fundamentó la razón por la cual esa diligencia de identificación causa un perjuicio indebido a su procurado, en consecuencia, no encuentra la forma para poderse oponer a ese argumento.

3.- Para resolver, se considera

3.1.- Competencia

La tiene esta Sala de Decisión en atención a los factores objetivo, territorial y funcional, al tenor de lo dispuesto por el artículo 33.1 de la Ley 906 de 2004.
3.2.- Problema jurídico planteado
Nos corresponde definir, básicamente: (i) si luego de efectuado un reconocimiento fotográfico por parte de la Policía Judicial, es obligación la realización de un reconocimiento en fila de personas cuando se produce la aprehensión del procesado; y (ii) si esa omisión genera indefectiblemente la invalidez de ese primer acto de reconocimiento fotográfico y, por lo mismo, se hace necesaria su exclusión por ilegalidad. 

3.3.- Solución a la controversia

Como ha quedado dicho, nos encontramos en la audiencia preparatoria ante el juez de conocimiento y es en ese escenario en donde se ha propuesto la exclusión por ilegalidad de un medio probatorio; en consecuencia, debemos asegurar que es este el momento procesal oportuno para hacer esa clase de planteamientos jurídicos.

En cuanto a los planteamientos concretos del recurso, hay lugar a decir, en primero término, que el artículo 252 del nuevo estatuto nos habla del reconocimiento fotográfico, y de su contenido se infiere la potestad de la Policía Judicial para poner de presente al testigo un número no inferior a siete fotografías como método adecuado de identificación, siempre y cuando se cuente con la autorización previa del Fiscal que dirige la investigación. De igual manera, que esos reconocimientos también son válidos con el banco de imágenes, fotografías o videos de que disponga la Policía Judicial.

Se trata de una disposición especial en relación con la regla general que contiene el artículo 246 del mismo estatuto y además contenida en un capítulo diferente, con lo cual, es de concluirse que este tipo de actuación preliminar no requiere de autorización previa ni posterior del Juez de Garantías; se trata simplemente de un método de identificación que hace parte del poder de averiguación que ostenta la Policía Judicial bajo la dirección del Fiscal y en orden a enderezar la investigación hacia la búsqueda de la verdad.

Se tiene claro también, que el valor probatorio de un reconocimiento fotográfico depende en su esencia del testimonio que ofrezca en juicio el reconocedor, pues será éste el que deba entrar a estimarse por el juez al momento de asignarle el crédito que en sana crítica corresponda, motivo por el cual, no es un medio de convicción autónomo o independiente. 

Si bien la Sala, como se dirá más adelante, coincide con la decisión final adoptada por el juez de instancia en el sentido de no existir razón para excluir la diligencia de reconocimiento en álbum fotográfico que se quiere introducir al juicio, hay lugar a hacer algunas aclaraciones en cuanto a las razones que se esgrimieron por parte del a quo para llegar a esa conclusión.

En efecto, el juzgador aseguró en su decisión interlocutoria, que al tenor de la regla 252 del código procesal penal: “es obligación del Fiscal proceder a un posterior reconocimiento en fila de personas, pero que el hecho de que así no proceda no hace írrita la actuación ya efectuada en cuanto al reconocimiento fotográfico, simplemente el no proceder de esa manera podría menguar el valor del reconocimiento fotográfico, sin poderse precisar en qué medida y eso se estimará al momento de tomar la decisión de fondo”. Esa afirmación amerita una observación en cuanto en realidad de la norma no se extracta que sea una obligación del Fiscal proceder en tal sentido, es decir, que luego del reconocimiento fotográfico necesaria e indefectiblemente el Fiscal tiene que hacer un reconocimiento en fila de personas.

Lo que la norma dice es otra cosa. Su contenido es del siguiente tenor: “Este tipo de reconocimiento no exonera al reconocedor de la obligación de identificar en fila de personas, en caso de aprehensión o presentación voluntaria del imputado”; afirmación que no equivale a que sea el Fiscal, en su condición de parte confrontada, quien necesariamente deba ordenar una tal diligencia; lo dicho en atención a que, como también lo ha sostenido esta Corporación en decisiones anteriores, bien puede ser la propia defensa quien así lo solicite en la oportunidad procesal correspondiente.

Se extrae de esas disposiciones que “es un derecho del procesado y un correlativo deber del reconocedor”, realizar el reconocimiento en fila de personas cuando el indiciado o imputado sea aprehendido o se presente voluntariamente, y ¿quién más autorizado en hacer valer ese derecho que el mismo imputado y su defensor? Por respeto al principio de igualdad de armas, no sólo el Fiscal sino también el Defensor pueden y deben solicitar la práctica de ese reconocimiento en rueda de personas, con mayor razón en aquellos eventos en los cuales se asegura que existe una equivocación en el señalamiento y se pone en tela de juicio la afirmación del testigo cuando asegura que está en capacidad de reconocer al autor de la ilicitud.

La afirmación según la cual, la omisión de un reconocimiento en fila de personas no aniquila ipso jure el reconocimiento fotográfico anterior, encuentra apoyo jurisprudencial en la sentencia de Casación Penal del veintinueve (29) de agosto de 2007, rad. 26.276, M.P. Mauro Solarte Portilla. Y es así, porque allí se expone que el reconocimiento fotográfico y el reconocimiento en fila, no se excluyen, se complementan en aquellos casos en los cuales existe duda con respecto a la identificación del verdadero responsable. Textualmente se dijo: 

“[é]ste método de identificación es complemento de aquél, obviamente, en los eventos en que no se tiene certeza de quién es la persona supuestamente responsable de haber llevado a cabo la conducta criminal, como así sucedió en este caso.

No está indicando la ley, no sobra advertirlo, que en todos los eventos de investigación criminal resulte obligatorio practicar ambas diligencias, el reconocimiento fotográfico y el reconocimiento en rueda de personas, ya que en tal aspecto también operan los criterios de razonabilidad, conducencia, pertinencia y utilidad de la actividad investigativa; de otro modo no tendría sentido que la ley radique en cabeza del fiscal la elaboración de un programa metodológico en la labor de investigación.

En este sentido cabe resaltar que si el autor del comportamiento criminal ha sido sorprendido o aprehendido en situación de flagrancia, o la identificación ha sido suficientemente realizada a través de alguno o varios de los otros métodos autorizados por la ley (art. 251), o se trata de una persona conocida por la víctima o por un testigo presencial, o el indiciado o imputado ha admitido su responsabilidad en el hecho, o de manera casual o fortuita sea la víctima o sea el testigo presencial quienes se encuentran con el autor o autores del hecho delictivo investigado, resulta evidente que en dichos eventos, esto es, en los que no hay dudas sobre la identidad del indiciado,  obviamente la identificación se entiende lograda, de modo que en tales hipótesis la diligencia de reconocimiento fotográfico o en fila de personas, según el caso, resultan superfluas.

[…]

Alguien podría preguntar, no sin razón, cuál entonces  podría ser la finalidad de una tal disposición, si se toma en cuenta que si bien el reconocimiento fotográfico permite a los organismos de investigación individualizar al sujeto señalado de ser el autor o partícipe de una conducta punible y esta circunstancia posibilita, a su vez,  la formulación de la imputación y la posterior acusación, de todas maneras en el juicio oral la Fiscalía tiene por deber presentar el testigo reconocente a fin de que, como testigo de acreditación, se ratifique en su identificación durante el acto público de juzgamiento (…)

[…]

De todos modos, no puede perderse de vista que el reconocimiento sea fotográfico o en fila de personas, por sí solo, no constituye prueba de responsabilidad con entidad suficiente para desvirtuar el derecho a la presunción de inocencia, pues la finalidad del juicio no es, ni podría ser, la de identificar o individualizar a una persona sino que tiene una cobertura mayor. Esto si se tiene en cuenta que una vez lograda la identidad de autor en la fase de investigación, por medio del juicio se debe establecer su responsabilidad penal o su inocencia en una específica conducta delictiva, sin dejar de reconocer que es allí, en el juicio, en donde el acto de reconocimiento necesariamente debe estar vinculado con una prueba testimonial válidamente practicada,  pues es en la apreciación de ésta, en conjunto con las demás pruebas practicadas, en que tal medio de conocimiento puede dotar al juez de elementos de juicio que posibiliten conferirle o restarle fuerza persuasiva a la declaración del testigo”.

La defensa sostiene, además, que si la Fiscalía expresa que entre su defendido y el testigo ya existía una amistad o por lo menos se conocían, entonces hay lugar a decir que necesariamente lo iba a reconocer y que el resultado no podía ser diferente para su cliente. En ese sentido -asegura-, el susodicho reconocimiento causaría un grave perjuicio injustificado para el procesado y por lo mismo está llamado a ser inadmitido de conformidad con las reglas procesales vigentes.

Para esta Sala de Decisión, esa afirmación carece de sustento, no sólo porque no se observa por parte alguna cuál es el perjuicio injustificado que se podría causar, sino porque estaríamos ante un problema de inadmisibilidad y no de ilicitud o ilegalidad que pudiera dar lugar a la exclusión probatoria que aquí se solicita. Por demás, la admisión de un medio probatorio no es una decisión que amerite apelación, tan sólo reposición.

En momento alguno se está asegurando que hubo irregularidades sustanciales en la práctica de esa diligencia -reconocimiento fotográfico- como para plantear la infracción a las formalidades propias del acto, sencillamente, como bien lo dijo el  a quo, su invalidez se está haciendo consistir en un hecho ajeno a ella, concretamente en la no práctica de una actuación posterior -reconocimiento en rueda-; lo que, como se vio, no resulta jurídicamente atendible al no existir una relación de dependencia entre ellas, sobreviven por sí solas y de ser necesario pueden llegar a complementarse.

Finalmente, es atinada la observación que hace la representante del Ministerio Público, cuando esboza que si la Fiscalía no presenta en juicio el resultado de un reconocimiento en fila de personas, es su problema en cuanto sólo a ella afectará esa omisión si no logra establecer la individualización e indentidad del acusado en juicio.

En síntesis, se trata de un problema valorativo y no de validez del acto, razón sustancial para no dar lugar a la exclusión oportunamente solicitada por la defensa.

Con las aclaraciones anotadas, el Tribunal respaldará la decisión que adoptó el juez de primera instancia.  

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, CONFIRMA el auto interlocutorio objeto de apelación. 

Esta providencia queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
LEONEL ROGELES MORENO
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
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